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FIJACIÓN TRASLADO EXCEPCIONES 
 

 

Rad.: 25000234200020210006400 

Ref.: Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento 

Demandante: LUIS ENRIQUE TRIANA  

Demandado: LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP.  

Magistrado: ISRAEL SOLER PEDROZA 

 

 

Hoy, once (11) de mayo de dos mil veintidós (2022), la Secretaria 

de la Subsección “D”, de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca, deja constancia que se fija en la página web de la Rama 

Judicial, el escrito de excepciones contenido en la contestación de 

demanda presentada  por la  apoderada de la UGPP, se fija por el término 

de un (1) día. Así mismo, vencido el día de fijación, se mantendrá en la 

Secretaría de la Subsección “D”, a disposición de la parte contraria, por 

el término de tres (3) días. 

 

Lo anterior, en virtud del parágrafo 2, del artículo 175 del C.P.A.C.A. 
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HONORABLE 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN SEGUNDA-

SUBSECCIÓN “D”  

MAGISTRADO PONENTE: ISRAEL SOLER PEDROZA 

E.   S.   D. 

 

Ref.: Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento 

Demandante: LUIS ENRIQUE TRIANA 

Demandado: LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL – UGPP.  

Rad.: 25000234200020210006400 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 

 

 

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR mayor de edad, domiciliada en la ciudad de 

Bogotá, identificada con cédula de ciudadanía Nº 1.090.411.578 de Cúcuta, portadora 

de la Tarjeta Profesional 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando 

como apoderada SUSTITUTA de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, entidad adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público; por medio del presente escrito y dentro del término legal procedo a contestar 

la demanda de la siguiente manera:  

 

A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones incoadas por la parte 

demandante, en consecuencia, respetuosamente le solicito al Despacho que se 

abstenga de fallar de manera condenatoria en mérito del asunto, por las razones 

que a continuación se esgrimen: 

 

En virtud del presupuesto procesal de falta de legitimación en la causa por pasiva 

por falta de competencia de la función administrativa en cabeza de la Unidad, no es 

procedente que la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP tenga calidad de pasiva 

frente a la resolución 4459 del 15 de marzo de 2001 expedida por el Instituto de 

Seguros Sociales y a través de la cual se reconoce una pensión de vejez en cuantía 

de $1.062.952 efectiva a partir del 01/03/1998. 

Lo anterior debido a que la anterior resolución demandada no fueron expedida por 

este extremo procesal; por consiguiente frente a los actos administrativos proferidos 

por la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, está la entidad 

no tiene asignada la competencia pensional, ni funcional, como tampoco la defensa 

judicial. (Objetiva y subjetiva). 

Por lo que se puede concluir que la Unidad no cuenta con la competencia para 

realizar y/o solicitar la declaración la nulidad de los actos administrativos expedidos 
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por la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES y por 

consiguiente, la UGPP no tiene capacidad para actuar en estos casos, y está en 

cabeza de COLPENSIONES y de esta jurisdicción proceder al estudio del presente 

caso.  

Es de manifestar al despacho que la UGPP en calidad de sucesora procesal de 

múltiples entidades liquidadas, no puede verse afectada por los actos 

administrativos que emita la Administradora Colombiana de Pensiones – 

COLPENSIONES, y es por ello que está suscrita defensa, le solicita al Despacho 

se abstenga de fallar de manera condenatoria en contra de la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social 

– UGPP en mérito del asunto y frente a esta resolución en particular. 

 

Por otra parte, en relación con la declaración de nulidad de la resolución No. RDP 

014378 del 09 de mayo de 2019 se resuelve un recurso de apelación y se revoca la 

Resolución No. 46881 del 14 de diciembre de 2018 que negó el reconocimiento de 

una Pensión de VEJEZ al (a) señor (a) TRIANA LUIS ENRIQUE, y se reconoce la 

pensión de vejez en cuantía de $1.064.357 M/CTE, efectiva a partir del 02 de marzo 

de 1998, con efectos fiscales a partir de la exclusión de COLPENSIONES; es 

importante manifestar que le fue reconocida pensión de jubilación por parte del ISS 

y la UGPP, con los requisitos de edad, tiempo de servicio y tasa de retorno del 

Decreto 546 de 1971, al ser beneficiario del régimen de transición de la Ley 100 de 

1993 que para efectos de la Ley 33 de 1985 serían los mismos, liquidada en monto 

del 75% del promedio de los factores devengados en los 10 años anteriores, 

tomando como factores los consagrados en el Decreto 1158 de 1994. El estatus de 

pensionado le fue reconocido con posterioridad  a la Ley 100 de 1993.  

Es evidente así, que el reconocimiento de la pensión del demandante se ajustó a 

derecho, porque al ser beneficiario del régimen de transición, adquirió el estatus 

pensional al cumplir la edad y el tiempo de servicios previsto en el Decreto 546 de 

1971,  el monto de su pensión corresponde  al 75% (tasa de remplazo) sobre un 

ingreso de liquidación IBL equivalente al «promedio de los salarios o rentas sobre 

los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al 

reconocimiento de la pensión, actualizados anualmente con base en la variación del 

índice de precios al consumidor, según certificación que expida el DANE.[…]»1. Sin 

embargo la entidad reconoció la prestación con el Ingreso Base de Liquidación 

conformado por el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha, cotizado o 

aportado el interesado entre 2 de marzo de 1997 y el 1 de marzo de 1998, por lo 

que las pretensiones no están llamadas a prosperar al encontrarse legales los actos 

administrativos demandados. 

Por lo que si se diera aplicación al régimen especial de la Rama Judicial, con el 

periodo y factores propios, se desconocerían que estos elementos no fueron 

amparados por el régimen de transición y, contraviniendo el principio de 

sostenibilidad fiscal consagrado en el Acto Legislativo 01 de 2005, según el cual, la 

                                                           
1 Le aplica el inciso tercero del artículo 21 de la Ley 100 de 1993 porque a la fecha de entrada en vigencia del 

Sistema General de Pensiones le faltaban más de diez años para adquirir el derecho.  

mailto:Yrivera.tcabogados@gmail.com
http://ugpp.gov.co/


 TC Torres & Consultores Abogados 
  Especialistas en derecho contractual 
 

3 
Carrera 11 No. 73-44, Oficina 408 

  Yrivera.tcabogados@gmail.com - notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 
www.tcabogados.co 

 
 

correcta conformación del IBL solo atiende la voluntad del Constituyente y del 

legislador a partir de la regla de que no puede haber pensión de jubilación sin 

aportes efectuados para tal fin. 

Con fundamento en lo anterior, se concluye que no procedería la reliquidación 

pensional pedida en la demanda tomando como ingreso base de liquidación la 

totalidad de los factores devengados en el último año de servicios, incluyendo 

aquellos sobre los que no se realizaron los aportes al Sistema, pues no era 

beneficiario de dicho régimen.  

En razón a lo expuesto y teniendo en cuenta que las resoluciones No. RDP 014378 

del 09 de mayo de 2019 que resuelve un recurso de apelación y se revoca la 

Resolución No. 46881 del 14 de diciembre de 2018, se encuentran debidamente 

notificadas y ejecutoriadas, no habrá lugar por parte de esta entidad a emitir 

nuevamente pronunciamiento al respecto pues se aportaron los mismo elementos 

probatorios que para emitir las resoluciones mencionadas se allegaron, y por ende 

las resoluciones atacadas de nulidad no son jurídicamente cambiables.   

 

Por consiguiente, al no demostrarse vicio alguno que ostentes las resoluciones 

atacadas de nulidad, las mismas gozan de plena validez jurídica. 

 

Habida cuenta que no hay lugar a la prosperidad de las condenas de reliquidación 

pensional e inclusión de los factores salariales solicitados, ni indexaciones alguna y 

mucho menos pago de retroactivos actualizados; también me opongo a la 

prosperidad de la condena en costas y agencias de derecho, toda vez que mi 

representada actuó de conformidad con el principio de buena fe, en forma diligente 

y se ha ceñido a la normatividad vigente. 

 

 

A LOS HECHOS Y OMISIONES 

 

Manifiesto a su despacho que me opongo a todos y cada uno de los hechos 

plasmados en el libelo de la demanda, por carecer de fundamento jurídico y factico, 

adicional a ello falta carácter probatorio. 

  

A lo marcado como número 1: Cierto. 

A lo marcado como número 2: No me consta me tengo a lo que se demuestre. 

A lo marcado como número 3: No es un hecho, es un argumento para 

fundamentar las pretensiones de la demanda. 

A lo marcado como número 4: No me consta me tengo a lo que se demuestre. 

A lo marcado como número 5: No me consta por ser un hecho ajeno a la entidad 

que represento, me tengo a lo que se demuestre. 

A lo marcado como número 6: No me consta me tengo a lo que se demuestre. 
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A lo marcado como número 7: Parcialmente cierto frente al fallo de tutela. No es 

cierto que la entidad no cumplió la orden impartida ya que el reconocimiento 

pensional se efectuó acorde al fallo emitido y a derecho. 

A lo marcado como número 8: No es un hecho, es un argumento para 

fundamentar las pretensiones de la demanda. 

A lo marcado como número 9: No es un hecho, es un argumento para 

fundamentar las pretensiones de la demanda. 

A lo marcado como número 10: No es un hecho, es un argumento para 

fundamentar las pretensiones de la demanda. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Sea lo primero señalar que la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL – UGPP, al realizar el estudio del caso que nos ocupa, encontró que el 

artículo 10° de la Resolución No. RDP 014378 del 09 de mayo de 2019 se resuelve 

un recurso de apelación y se revoca la Resolución No. 46881 del 14 de diciembre 

de 2018 que negó el reconocimiento de una pensión de vejez al señor LUIS 

ENRIQUE TRIANA, y se reconoce la pensión de vejez en cuantía de $1.064.357 

M/CTE, efectiva a partir del 02 de marzo de 1998, con efectos fiscales a partir de la 

exclusión de COLPENSIONES; se encuentra ajustada a derecho.   

  

Por ende, en cuanto a la pretensión de la parte demandante de que la UGPP a título 

de restablecimiento del derecho, reliquide su pensión con el 75% de asignación más 

elevada del último año de servicio, con fundamento en el Decreto 546 de 1971; y 

que se le condene al pago de las diferencias causadas entre lo reconocido y lo 

resultante de la reliquidación, sumas de dinero que pidió sean indexadas a valor 

presente, es preciso señalar las siguientes consideraciones de orden legal:  

 

Con la Ley 100 de 1993 se creó el Sistema General de Pensiones para todos los 

habitantes del territorio nacional con el fin de garantizar con amplia cobertura, a la 

población, el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y 

la muerte2. Pero con dicha implementación el legislador quiso proteger a las 

personas que se encontraban bajo regímenes pensionales anteriores que 

quedarían derogados ante la entrada en vigencia del nuevo sistema.  

El artículo 36 de la mencionada ley, estableció el régimen de transición como 

mecanismo de protección frente al impacto del tránsito legislativo en materia 

pensional para quienes no hubieren consolidado el derecho a la pensión durante la 

vigencia normativa anterior, pero que estaban próximos a cumplir los requisitos, 

caso en el cual se les mantendrían algunos presupuestos para acceder a la pensión 

                                                           
2  La fecha de entrada en vigencia del sistema de pensiones fue el 1 de abril de 1994 para el sector privado y el 
sector público nacional; y el 30 de junio de 1995 para el sector público territorial, salvo que la respectiva 
autoridad territorial anticipara la citada fecha (Ley 100/93, art. 151). 
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en condiciones particulares, más favorables y diferentes frente a quienes fueran 

incluidos al Sistema General de Pensiones. Respecto de esta norma, la Corte 

Constitucional3 en sede de control de constitucionalidad precisó: 

 

[…] En efecto, la Sala recuerda que el propósito original del Legislador 

al introducir el artículo 36 de la Ley 100 de 19934, tal como se 

desprende del texto de la disposición y de los antecedentes 

legislativos, fue crear un régimen de transición que beneficiara a 

quienes tenían una expectativa legítima de pensionarse conforme a 

las reglas especiales que serían derogadas. Para estas personas, el 

beneficio derivado del régimen de transición consistiría en una 

autorización de aplicación ultractiva de las reglas de los regímenes a 

los que se encontraban afiliados, relacionadas con los requisitos de 

edad, tiempo de servicios o cotizaciones y tasa de reemplazo. El 

Ingreso Base de Liquidación no fue un aspecto sometido a transición, 

como se aprecia claramente en el texto del artículo 36… […] 

 

Para efectos del ingreso base de liquidación pensional, la Corte Constitucional 

señaló que se establece a partir de la regla general prevista en los artículos 21 y 36 

de la Ley 100. De este modo, el artículo 36 estableció dos reglas específicas en la 

materia: (i) para quienes el 1° de abril de 1994, les faltara menos de 10 años para 

pensionarse, el IBL sería (a) “el promedio de lo devengado en el tiempo que les 

hiciere falta” para reunir los requisitos para causar el derecho a la pensión, o (b) el 

promedio de lo “cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado 

anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según 

certificación que expida el DANE”. (ii) En los demás casos, es decir, en la hipótesis 

de las personas a quienes el 1° de abril de 1994 les faltaban más de 10 años para 

reunir los requisitos de causación de la pensión, a falta de regla especial en el 

artículo 36 y teniendo en cuenta que el inciso segundo ibídem solamente ordena la 

aplicación ultractiva de las reglas de los regímenes especiales sobre edad, tiempo 

de cotización o servicios prestados, y tasa de reemplazo, se les debe aplicar la regla 

general de aquella norma. 

                                                           
3 Corte Constitucional, sentencia C-258 de 2013. 
4 El artículo 36 indica: “ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La edad para acceder a la pensión de 
vejez, continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 
2014, fecha en la cual la edad se incrementará en dos años, es decir, será de 57 años para las mujeres y 62 
para los hombres. || La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas 
cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema 
tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son 
hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se 
encuentren afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión 
de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley. || El ingreso base para liquidar la 

pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para 
adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado 
durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de 
Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE” (negrilla fuera del texto). 
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Es importante señalar que la Sala Plena del Consejo de Estado5 unificó su 

jurisprudencia sobre la manera de definir el ingreso base de liquidación respecto de 

las pensiones ordinarias reconocidas en virtud del régimen de transición, en sus 

variables periodo y factores, precisando una regla así: 

 

El Ingreso Base de Liquidación del inciso tercero del artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993 hace parte del régimen de transición para aquellas 

personas beneficiarias del mismo que se pensionen con los requisitos 

de edad, tiempo y tasa de reemplazo del régimen general de pensiones 

previsto en la Ley 33 de 1985. 

 

También fijó una subregla referida al periodo para liquidar las pensiones, y otra 

relativa a factores en los siguientes términos: 

 

«[…] 

 

- Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, 

el ingreso base de liquidación será (i) el promedio de lo devengado en el 

tiempo que les hiciere falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo el 

tiempo, el que fuere superior, actualizado anualmente con base en la 

variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que 

expida el DANE. 

 

- Si faltare más de diez (10) años, el ingreso base de liquidación será el 

promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado 

durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, 

actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios 

al consumidor, según certificación que expida el DANE.[…]» 

 

« […] que los factores salariales que se deben incluir en el IBL para la 

pensión de vejez de los servidores públicos beneficiarios de la transición 

son únicamente aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes 

o cotizaciones al Sistema de Pensiones».  

 

También es de la mayor importancia, recordar que por virtud de la transición de la 

Ley 100 de 1993, a sus beneficiarios, es posible la aplicación de normas 

pensionales especiales, dentro de las cuales se encuentra el Decreto 546 de 1971, 

aplicable a los empleados de la rama judicial y del ministerio público, que dispone: 

                                                           
5 Sentencia del 18 de agosto de 2018, exp. 4403-2013. CP. César Palomino Cortés. 
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Artículo 6°. Los funcionarios y empleados a que se refiere este Decreto, 

tendrán derecho al llegar a los 55 años de edad, si son hombres y de 50, 

si son mujeres, y cumplir 20 años de servicio continuos o discontinuos, 

anteriores o posteriores a la vigencia de este Decreto, de los cuales por 

lo menos 10 lo hayan sido exclusivamente a la Rama Jurisdiccional o al 

Ministerio Público, o a ambas actividades, a una pensión ordinaria 

vitalicia de jubilación equivalente al 75% de la asignación mensual más 

elevada que hubiere devengado en el último año de servicio en las 

actividades citadas. 

 

Conforme a la disposición, los empleados de la rama judicial y del ministerio público 

gozan de un régimen especial para efecto de la pensión de jubilación, que les 

permite acceder al derecho al cumplir 55 años de edad, si son hombres, 50, si son 

mujeres, con 20 años continuos o discontinuos de servicios, de los cuales por lo 

menos 10 lo hayan sido exclusivamente en las entidades que comprenden aquellos 

sectores, liquidada con la tasa de reemplazo del 75% del ingreso base. 

En lo que tiene que ver con el ingreso base de las pensiones reconocidas a los 

beneficiarios del régimen pensional analizado, y acogiendo las orientaciones de la 

Corte Constitucional y de la Sala Plena del Consejo de Estado, antes traídas a 

colación, en reciente sentencia de unificación CE-SUJ-SII-021-2020 del 11 de junio 

de 20206, estableció que el reconocimiento prestacional opera de así: 

 

iii) Con los elementos del régimen anterior consagrados en el artículo 6.º 

del Decreto 546 de 1971 que son: a) la edad de 50 años si es mujer o de 

55 años si es hombre; b) el tiempo de servicios de 20 años, continuos o 

discontinuos anteriores o posteriores a la vigencia de dicho decreto; c) 

de esos 20 años de servicio, por lo menos 10 años lo hayan sido 

exclusivamente a la Rama Jurisdiccional o al Ministerio Público, o a 

ambas actividades; d) la tasa de reemplazo del 75%; e) el ingreso básico 

de liquidación de que tratan los artículos 21 y 36, inciso 3.°, de la Ley 

100 de 1993, según el caso; es decir, si le faltare más de 10 años, será 

el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el 

afiliado durante los 10 años anteriores al reconocimiento de la pensión 

actualizados anualmente con base en la IPC certificado por el DANE, y 

si le faltare menos de 10 años para adquirir el derecho a la pensión, el 

ingreso base de liquidación será: (i) el promedio de lo devengado en el 

tiempo que les hiciere falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo el 

tiempo, el que fuere superior, actualizado anualmente con base en IPC 

certificado por el DANE; y f) con los factores de liquidación contemplados 

por el artículo 1.° del Decreto 1158 de 1994 al igual que por los artículos 

                                                           
6 Consejo de Estado, sección segunda. Sentencia de unificación de 11 de junio de 2020, expediente 15001-23-
33-000-2016-00630-01 (4083-2017). 
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14 de la Ley 4ª. de 1992 con la modificación de la Ley 332 de 1996; 297 

1.° del Decreto 610 de 1998; 1.° del Decreto 1102 de 2012; 1.° del 

Decreto 2460 de 2006; 1.° del Decreto 3900 de 2008; y 1.° del Decreto 

383 de 2013, según se trate de magistrados o empleados de la Rama 

Judicial o del Ministerio Público. 

 

Lo anterior, al concluir que «la jurisprudencia imperante tanto de la Corte 

Constitucional como del Consejo de Estado, propende por la armonía que debe 

existir entre el sistema integral de seguridad social creado por la Ley 100 de 1993, 

en cuyo artículo 36 estableció el régimen de transición general, y las dimensiones 

en las cuales la seguridad social en sí misma se manifiesta, que son las de servicio 

público obligatorio, sujeto a los principios de eficiencia, universalidad solidaridad y 

sostenibilidad fiscal, y de derecho público con carácter constitucional, general, 

exigible e irrenunciable». 

De acuerdo con la regla fijada por la sección segunda, el problema planteado se 

resuelve manifestando que el IBL de las pensiones reconocidas en virtud del 

Decreto 564 de 1971 a los beneficiarios del régimen de transición es el previsto en 

el inciso tercero del artículo 36 o el del artículo 21 de la Ley 100 de 1993, según 

corresponda. En cuanto a factores, se atienden las previsiones del Decreto 1158 

de 1994, al igual que por los artículos 14 de la Ley 4ª. de 1992 con la modificación 

de la Ley 332 de 1996; 297 1.° del Decreto 610 de 1998; 1.° del Decreto 1102 de 

2012; 1.° del Decreto 2460 de 2006; 1.° del Decreto 3900 de 2008; y 1.° del Decreto 

383 de 2013, según se trate de magistrados o empleados de la Rama Judicial o del 

Ministerio Público. Lo anterior, en consonancia con el principio de sostenibilidad 

fiscal desarrollado por el Acto Legislativo 01 de 2005. Estas personas se pensionan 

con los requisitos de edad y tiempo de servicio previstos en la norma especial 

mencionada. 

En consecuencia, la sección segunda del Consejo de Estado recientemente resolvió 

el tema a través de la Sentencia de Unificación CE-SUJ-S2-021-20, precisando el 

alcance de la regla relacionada con la base de liquidación de las pensiones, en 

donde se dejó establecido que: «[…] y que la regla jurisprudencial fijada es 

vinculante en los siguientes casos: (i) respecto de los asuntos similares que 

actualmente se están tramitando en el seno de la administración; (ii) respecto de los 

procesos similares que se están adelantando en juzgados, tribunales 

administrativos y Consejo de Estado». 

Dicha sentencia constituye un precedente vinculante y obligatorio en la resolución 

de casos fáctica y jurídicamente iguales7. En consecuencia, no tiene efectos 

                                                           
7 La Corte Constitucional en sentencia C-816 de 2011 en la que estudió la constitucionalidad del artículo 102 de 

la Ley 1437 de 2011, sobre la fuerza vinculante de la jurisprudencia del Consejo de Estado, precisó: “[…] sólo 

a la jurisprudencia de las altas corporaciones judiciales, en cuanto órganos de cierre de las jurisdicciones - 

constitucional, ordinaria, contenciosa administrativa y jurisdiccional disciplinaria-, se le asigna fuerza vinculante; 

y en virtud de ella, las autoridades judiciales deben acudir al precedente jurisprudencial para la solución de 

casos fáctica y jurídicamente iguales. Pero dicha limitación de la potestad interpretativa de jueces y magistrados 

no conduce a la negación completa del margen de autonomía e independencia que la Constitución les reconoce 

en el ejercicio de su función judicial. Por eso, como lo ha precisado la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
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respecto de aquellos asuntos en los que ya existe sentencia ejecutoriada. En tal 

virtud, los conflictos judiciales ya resueltos están amparados por la cosa juzgada y 

en consecuencia resultan inmodificables. 

 

Del caso concreto. 

Del expediente administrativo se evidencia cedula del actor indicando que nació el 

21 de junio de 1936.  

Que el último cargo desempeñado por fue el de personero y que adquirió el status 

de pensionado el día 1 de marzo de 1998.  

Tenemos en el caso que mediante Resolución No. 4459 del 15 de marzo de 2001, 

el Instituto de Seguros Sociales reconoce una pensión de vejez con aplicación del 

régimen previsto en la Ley 33/1985, efectiva a partir del 01 de marzo de 1998 en 

cuantía inicial de $1.062.952 cuya liquidación se basó en 1241 semanas, un IBL de 

$1.417.269 y una tasa de reemplazo del 75%. 

El anterior acto administrativo fue objeto de recurso de reposición, el cual fue 

resuelto mediante Resolución No. 18516 del 16 de agosto de 2001 y por dicha 

resolución se emite el acto administrativo No. 18357 del 22 de enero de 2018, por 

COLPENSIONES donde no se accedió a una solicitud de reliquidación.  

Posteriormente mediante Resolución 19446 del 23 de enero de 2018 

COLPENSIONES deja sin efectos la resolución No. 18357 del 22 de enero de 2018, 

declara la pérdida de competencia para el reconocimiento de la pensión vejez y en 

consecuencia, deja sin efectos también la resolución No. 4459 del 15 de marzo de 

2001.  

Seguidamente, a través de la Resolución No. RDP 46881 del 14 de diciembre de 

2018, la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES negó una 

reliquidación pensional del demandante por lo que ante la inconformidad del 

solicitante este interpone de recurso de reposición el cual fue resuelto mediante 

RDP 3344 del 04 de febrero de 2019, confirmando dicho acto administrativo en 

todas sus partes.  

De igual manera se observa en el expediente administrativo la Resolución No. RDP 

014378 del 09 de mayo de 2019 a través de la cual se resuelve un recurso de 

apelación y se revoca la Resolución No. 46881 del 14 de diciembre de 2018 que 

negó el reconocimiento de una pensión de vejez al señor LUIS ENRIQUE TRIANA, 

y se reconoce la pensión de vejez en cuantía de $1.064.357 M/CTE, efectiva a partir 

del 02 de marzo de 1998, con efectos fiscales a partir de la exclusión de 

COLPENSIONES. 

                                                           
las autoridades judiciales cuentan con la facultad de abstenerse de aplicar el precedente judicial emanado de 

las cortes jurisdiccionales de cierre, previo cumplimiento de determinadas condiciones […]”. 
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Al momento de efectuar el reconocimiento pensional la UGPP para efectos de la 

liquidación tuvo en cuenta el certificado de factores salariales expedido por el 

Municipio de Vergara (tesorera Municipal) de fecha 16 de marzo de 1998: 

 

 

 

Que conforme lo anterior, el demandante acreditó un total de 9,422 días laborados, 

correspondientes a 1,346 semanas. 

 

Por consiguiente procedió a realizar el reconocimiento pensión conforme el Inciso 3 

o 6 del Artículo 36 de la Ley 100 de 1993, aplicando un 75.0% sobre un Ingreso 

Base de Liquidación conformado por el promedio de los salarios o rentas sobre los 

cuales ha, cotizado o aportado el interesado entre 2 de marzo de 1997 y el 1 de 

marzo de 1998, asi: 
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(…) 
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Tenemos entonces que le fue reconocida pensión de jubilación por parte del ISS y 

la UGPP, con los requisitos de edad, tiempo de servicio y tasa de retorno del Decreto 

546 de 1971, al ser beneficiario del régimen de transición de la Ley 100 de 1993 

que para efectos de la Ley 33 de 1985 serían los mismos, liquidada en monto del 

75% del promedio de los factores devengados en los 10 años anteriores, tomando 

como factores los consagrados en el Decreto 1158 de 1994. El estatus de 

pensionado le fue reconocido con posterioridad  a la Ley 100 de 1993.  

Es evidente así, que el reconocimiento de la pensión del demandante se ajustó a 

derecho, porque al ser beneficiario del régimen de transición, adquirió el estatus 

pensional al cumplir la edad y el tiempo de servicios previsto en el Decreto 546 de 

1971,  el monto de su pensión corresponde  al 75% (tasa de remplazo) sobre un 

ingreso de liquidación IBL equivalente al «promedio de los salarios o rentas sobre 

los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al 

reconocimiento de la pensión, actualizados anualmente con base en la variación del 

índice de precios al consumidor, según certificación que expida el DANE.[…]»8. Sin 

embargo la entidad reconoció la prestación con el Ingreso Base de Liquidación 

conformado por el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha, cotizado o 

aportado el interesado entre 2 de marzo de 1997 y el 1 de marzo de 1998, por lo 

que las pretensiones no están llamadas a prosperar al encontrarse legales los actos 

administrativos demandados. 

Por lo que si se diera aplicación al régimen especial de la Rama Judicial, con el 

periodo y factores propios, se desconocerían que estos elementos no fueron 

amparados por el régimen de transición y, contraviniendo el principio de 

sostenibilidad fiscal consagrado en el Acto Legislativo 01 de 2005, según el cual, la 

correcta conformación del IBL solo atiende la voluntad del Constituyente y del 

legislador a partir de la regla de que no puede haber pensión de jubilación sin 

aportes efectuados para tal fin. 

Con fundamento en lo anterior, se concluye que no procedería la reliquidación 

pensional pedida en la demanda tomando como ingreso base de liquidación la 

totalidad de los factores devengados en el último año de servicios, incluyendo 

aquellos sobre los que no se realizaron los aportes al Sistema, pues no era 

beneficiario de dicho régimen.  

En razón a lo expuesto y teniendo en cuenta que las resoluciones No. RDP 014378 

del 09 de mayo de 2019 que resuelve un recurso de apelación y se revoca la 

Resolución No. 46881 del 14 de diciembre de 2018, se encuentran debidamente 

notificadas y ejecutoriadas, no habrá lugar por parte de esta entidad a emitir 

nuevamente pronunciamiento al respecto pues se aportaron los mismo elementos 

probatorios que para emitir las resoluciones mencionadas se allegaron, y por ende 

las resoluciones atacadas de nulidad no son jurídicamente cambiables.   

 

 

                                                           
8 Le aplica el inciso tercero del artículo 21 de la Ley 100 de 1993 porque a la fecha de entrada en vigencia del 

Sistema General de Pensiones le faltaban más de diez años para adquirir el derecho.  
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EXCEPCIONES 

 

Con el debido respeto la entidad demandada UGPP presenta las siguientes 

excepciones a la demanda formulada. 

 

 

PRIMERA: INEPTITUD SUSTANTIVA DE LA DEMANDA. 

 

En la demanda encontramos la siguiente pretensión: 

 

“Que se declare que son NULAS las resoluciones Nos. 004459 del 15 

de Marzo de 2001, proferida por el extinto Instituto de los seguros 

sociales, la No 46881 del 14 de diciembre de 2018, notificada el 7 de 

enero de 2019 y debidamente recurrida, y la No. RDP-014378 del 9 

de Mayo de 2019, sin fecha de notificación por aviso, con la cual se 

reconoce una pensión de VEJEZ, proferidas por ese organismo la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GESTION PENSIONAL Y 

PARAFISCALES, -UGPP, por contener o ser abiertamente ilegales. 

Dado que desconocieron el reconocimiento y pago de la pensión al 

señor LUIS ENRIQUE TRIANA, con base en el régimen especial y 

realizar la reliquidación de la pensión, esto es conforme a lo 

consagrado en el Decreto 546 de 1.971.” 

 

De lo anterior se evidencia que se encuentra demandada la resolución RDP 46881 

del 14 de diciembre de 2018, proferida por la Unidad de Gestión Pensional y 

Parafiscales y a través de la cual se negó una reliquidación pensional al señor 

demandante, evidenciándose que esta resolución se encuentra fuera del mundo 

jurídico al ser revocada por la resolución RDP 014378 del 09 de mayo de 2019 que 

resuelve un recurso de apelación contra la anterior mencionada. 

 

Es por lo anterior que la entidad al revocar la resolución antes mencionada y atacada 

de nulidad procede al reconocimiento de una pensión de vejez al señor LUIS 

ENRIQUE TRIANA en cuantía de $1.064.357 M/CTE, efectiva a partir del 02 de 

marzo de 1998, con efectos fiscales a partir de la exclusión de COLPENSIONES. 

 

Por lo anterior, el acto administrativo no es jurídicamente demandable ante la 

jurisdicción contencioso administrativa. En concordancia con la Ley 1437 de 2011 

evidenciándose una ineptitud sustantiva de la demanda. 

 

SEGUNDA: FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. 

 

La legitimación en la causa es la potestad que tiene toda persona para invocar sus 

pretensiones o para controvertir aquellas que se han aducido en su contra. El 

primero de los eventos se conoce como la legitimación en la causa por activa y, el 

segundo, como la legitimación en la causa por pasiva.   
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De antaño la jurisprudencia ha recalcado que las partes llamadas a juicio deben 

tener un interés en el proceso; pero en este caso la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 

A PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP no tiene ningún interés sustancial frente a la 

siguiente pretensión: “Que se declare que son NULAS las resoluciones Nos. 004459 

del 15 de Marzo de 2001, proferida por el extinto Instituto de los seguros sociales, 

la No 46881 del 14 de diciembre de 2018, notificada el 7 de enero de 2019 (…)”. 

Lo anterior, toda vez que la resolución 004459 del 15 de Marzo de 2001, fue 

proferida por el  Instituto de los seguros sociales, no teniendo competencia ni 

injerencia la UGPP al momento del estudio o expedición de este acto administrativo 

demandado. Por lo que la UGPP no está facultada administrativamente para 

pronunciarse sobre actos que no fueron estudiados y preferidos por entidades 

ajenas a esta administración entrando a usurpar competencias administrativas de 

entidades disimiles. 

Por ende, toda vez que esta entidad no puede pronunciarse sobre actos 

administrativos expedidos por otra entidad y menos sobre la posibilidad de 

declararlos nulos. Se configura frente a la UNIDAD ADMINISTRATIVA DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, la falta de legitimación en la causa por pasiva, 

evidenciándose que la entidad no se puede pronunciar al respecto porque estaría 

usurpando la competencia de la Administradora Colombiana de Pensiones –

COLPENSIONES. 

Por ende, la Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES es la 

legitimada a llamar por esta pretensión haciéndose necesaria su vinculación o 

pronunciamiento al respecto. 

TERCERA: AUSENCIA DE VICIOS EN LOS ACTOS ADMINISTRATIVO 

DEMANDADO. 

 

El acto administrativo demandado No. RDP 014378 del 09 de mayo de 2019 se 

resuelve un recurso de apelación y se revoca la Resolución No. 46881 del 14 de 

diciembre de 2018 que negó el reconocimiento de una Pensión de vejez al señor 

LUIS ENRIQUE TRIANA, y se reconoce la pensión de vejez en cuantía de 

$1.064.357 M/CTE, efectiva a partir del 02 de marzo de 1998, con efectos fiscales 

a partir de la exclusión de COLPENSIONES; continúa en el mundo jurídico, puesto 

que esta no ha sido desvirtuada por el demandante. Lo anterior en vista que los 

mismos no contiene vicio alguno que conlleven a su anulación, ya que fue expedido 

observando la ritualidad exigida para su creación y ejecutoria, tanto los motivos en 

los que se fundan como la motivación que en este se leen, son consistentes y 

congruentes con las normas superiores en las que se fundan y por lo tanto los vicios 

que se le imputan carecen de fundamento de acuerdo a los preceptos de nuestro 

ordenamiento jurídico.       
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CUARTA: INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN POR LEGALIDAD DE LOS 

ACTOS ADMINISTRATIVOS DEMANDADOS 

  

Quedo demostrado en el proceso que el señor LUIS ENRIQUE TRIANA pretende 

obtener una ventaja patrimonial en el sentido pretende se ordene a la entidad 

reliquidar la pensión reconocida en concordancia con las normas y leyes de 

unificación. 

 

Evidenciado que por medio de la resolución atacada de nulidad No. RDP 014378 

del 09 de mayo de 2019 se resuelve un recurso de apelación y se revoca la 

Resolución No. 46881 del 14 de diciembre de 2018 que negó el reconocimiento de 

una Pensión de vejez al señor LUIS ENRIQUE TRIANA y se reconoce la pensión 

de vejez en cuantía de $1.064.357 M/CTE, efectiva a partir del 02 de marzo de 1998, 

con efectos fiscales a partir de la exclusión de COLPENSIONES se encuentra activa 

en el mundo jurídico y libre de vicios de nulidad.   

 

En razón a lo expuesto se tiene que la resolución demandada se encuentran 

debidamente motivada y acorde al ordenamiento jurídico, por lo que las 

pretensiones de la demanda no están llamadas a prosperar.   

 

QUINTA: PRESCRIPCIÓN 

 

La presente excepción de prescripción se propone, sin que con ello se reconozca 

vicio alguno de nulidad que ostente las resoluciones demandadas. 

 

Adicionalmente, se propone prescripción sobre cualquier derecho que 

eventualmente se hubiere causado a favor del señor LUIS ENRIQUE TRIANA y en 

contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social – UGPP, de conformidad con las normas 

legales, sobre las reclamaciones aducidas por la parte actora.  

 

SEXTA: IMPOSIBILIDAD DE CONDENA EN COSTAS. 

 

Mi poderdante en todas y cada una de sus actuaciones legales, actúa bajo el 

principio de buena fe, y en este asunto, en cumplimiento de dicho precepto legal 

acata en su integridad la normatividad vigente para efectos de reconocimiento y 

liquidación de derechos pensionales.  

 

La condena en costas y agencias en derecho: las mismas no son viables por cuanto 

El Consejo de Estado9, ha manifestado al respecto lo siguiente: 

  

En efecto, dicha ponderación debe conducir a que se verifique si han 

procedido con notorio abuso del derecho de acceso a la justicia, por 

el ejercicio del derecho de acción o defensa, de la facultad de solicitar 

                                                           
9 Consejo de Estado, Sección Tercera, Radicado 48809, 13 de junio de 2016. 
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o presentar pruebas de interponer recurso o de promover incidentes 

en forma claramente irrazonable, temeraria, infundada, dilatoria o 

desleal. 

 

Ahora bien, respecto a la condena en costas impuesta por el Tribunal a la entidad 

demandada se tendrá en cuenta lo dispuesto en la Sentencia de 19 de enero del 

2015, Actor: Ivonne Ferrer Rodríguez, No. interno: 4583-2013 del M.P. Dr. Gustavo 

Gómez Aranguren, en la que se señaló sobre la naturaleza de la condena en costas 

a luz del nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo y el Código General del Proceso10, que dicho precepto contiene un 

verbo encaminado a regular la actuación del funcionario judicial cuando profiera 

sentencia que decida el mérito de las pretensiones en una causa sometida a su 

conocimiento, que es el de “dispondrá” el cual, acorde con el diccionario de la real 

academia de la lengua española es sinónimo de “decir”, “determinar”, “mandar”, 

“proveer”, por lo que, sin mayor esfuerzo puede colegirse que lo prescrito por el 

legislador en la norma en cita no es otra cosa que la facultad del juez para 

pronunciarse sobre la condena en costas. 

 

Se deja en claro igualmente que tal disposición no impuso al funcionario judicial la 

obligación de “condenar” en costas, sino la de “disponer” sobre las costas, esto es, 

la de pronunciarse sobre la procedencia o no de imponerlas. 

 

Bajo esta preceptiva se precisó que si bien en el texto actual que regula la actuación 

judicial en los asuntos de conocimiento de la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo (Ley 1437 de 2011) ya no obra la previsión de antaño contenida en 

el artículo 171 del decreto 1 de 1984, referida a la potestad de imponer condena en 

costas “teniendo en cuenta la conducta asumida por las partes…”, también lo es 

que el nuevo articulado no impone una camisa de fuerza “automática” frente al 

vencido en el litigio, por lo que, comprendiendo que tal condena es el resultado de 

una serie de factores tales como, por ejemplo, la temeridad, la mala fe y la existencia 

de pruebas en el proceso sobre la causación de gastos y costas en el curso de la 

actuación, será el respectivo director del proceso quien, ponderando tales 

circunstancias, se pronuncie con la debida sustentación sobre su procedencia. 

 

Así mismo, se concluyó que esta interpretación resulta consonante con lo previsto 

por el artículo 392 del Código General del Proceso, que dispone que la condena en 

costas se impondrá en los procesos y actuaciones posteriores a aquellos “… en que 

haya controversia…” y que “…sólo habrá lugar a costas cuando en el expediente 

aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”. 

 

 

 

                                                           
10Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia 

dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de 
Procedimiento Civil. 
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SEPTIMA: GENÉRICA O INNOMINADA. 

De manera respetuosa se presenta esta excepción con el fin de que se aplique 

cuando se demuestre cualquier medio de defensa a favor de la entidad demandada, 

en ese sentido se declaren las demás excepciones que resulten dentro del 

procesos. 

 

MEDIOS DE PRUEBAS 

 

 

1. APORTADAS POR LA ENTIDAD. 

 

Solicito al señor juez tenga como medios de prueba los aportados en el expediente 

Administrativo para el caso en mención. Enviado digitalmente. En caso de 

necesitarse Clave 1m2g3n3sugpp. 

 

ANEXOS 

 

1. Poder debidamente otorgado por la entidad al señor JOSÉ FERNANDO 

TORRES. 

2. Escritura Publica No. 3054 del 22 de octubre de 2013, de la Notaria 25 de 

Bogotá.  

3. Sustitución pensional a la suscrita apoderada.  

4. Copia de la cedula de ciudadanía. 

5. Copia de la tarjeta profesional de abogada.   

 

NOTIFICACIONES 

 

Para efectos de notificaciones se pueden surtir en: 

 

 El suscrito en la Cra. 11 # 73- 44 Oficina 408 – Bogotá D.C. 

 Tel. 3017329109 

 Solicito muy amablemente al despacho, que en caso de cualquier 

notificación vía correo electrónico, aparte de la respectiva 

comunicación a la entidad que represento, también se me notifique a mi 

correo: yrivera.tcabogados@gmail.com 

 

 

Del Señor Magistrado,  

  

 

 

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR 

C.C. 1.090.411.578 de Cúcuta 

T.P. 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura. 

mailto:Yrivera.tcabogados@gmail.com
http://ugpp.gov.co/
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HONORABLE 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN SEGUNDA-

SUBSECCIÓN “D”  

MAGISTRADO PONENTE: ISRAEL SOLER PEDROZA 

E.   S.   D. 

 

Ref.: Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento 

Demandante: LUIS ENRIQUE TRIANA 

Demandado: LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL – UGPP.  

Rad.: 25000234200020210006400 

ASUNTO: PODER 

 

 

JOSÉ FERNANDO TORRES P., mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá, 

identificado con la cédula de ciudadanía número 79.889.216 de Bogotá, abogado titulado e 

inscrito portador de la tarjeta profesional No. 122.816 del Consejo Superior de la Judicatura, 

actuando en mi calidad de APODERADO GENERAL de la entidad demandada, conforme 

consta en la Escritura Pública No. 03054 elevada el 22 de octubre de 2013 ante la Notaría 

Veinticinco (25) del Circulo de Bogotá, cuya copia anexo, por medio del presente 

documento, con el debido y acostumbrado respeto, me permito solicitar se sirva reconocer 

personería al suscrito en los términos del poder general y, con tal reconocimiento 

SUSTITUYO el poder a la Dra. YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR mayor de edad, 

domiciliada en la ciudad de Bogotá, identificada con cédula de ciudadanía Nº 1.090.411.578 

de Cúcuta, portadora de la Tarjeta Profesional 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

La apoderada sustituta queda investida con las mismas facultades otorgadas al suscrito, 

incluyendo la de conciliar judicial o extrajudicialmente. 

 

Ruego a su Señoría se sirva reconocer personería al suscrito y a la Dra. YULIAN STEFANI 

RIVERA ESCOBAR en los términos y para los efectos a que se contrae este escrito. 

 

Se confiere esta sustitución de poder conforme al artículo 74 Código General del 

Proceso que establece lo referente a las sustituciones de poder las mismas se 

presumen auténticas. 

 

Respetuosamente,     Acepto, 

                                                                                      

 

 

 

 

 

 

 

 

 

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR 

C.C. 1.090.411.578 de Cúcuta 
T.P. 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura 
 

JOSÉ FERNANDO TORRES P. 
                        
C.C. 79.889.216 de Bogotá 
T.P. 122.816 del C.S. de la J.  

mailto:Yrivera.tcabogados@gmail.com
http://ugpp.gov.co/
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Bogotá D.C., 16 de junio de 2021

DOCTOR(A):
JOSE FERNANDO TORRES PEÑUELA
Abogado Externo Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP
Correo electrónico: jftorres@ugpp.gov.co
Carrera 11 N° 73 – 44 Oficina 408 Edificio Monserrat
BOGOTA D.C.
COLOMBIA

Asunto: Envió Expedientes Administrativos.

Respetado Doctor(a): JOSE FERNANDO TORRES PEÑUELA

Con el fin de dar cumplimiento a las previsiones contenidas en el parágrafo 1 de artículo 
175 del CPACA y el artículo 31 del Código Procesal del Trabajo parágrafo 1º numeral 2, 
según las cuales, la Entidad demandada debe aportar dentro del término de traslado los 
antecedentes administrativos de los demandantes y/o los documentos que tenga relación 
con el objeto de la Litis y que se encuentren en su poder, me permito remitir a usted los 
expedientes que se relacionan a continuación: 

ITEMP DEMANTANTE
CEDULA 

DEMANDANTE CAUSANTE
CEDULA 

CAUSANTE RADICADO DESPACHO FONDO
TIPO DE 

CORRESPONDEN
CIA

1 TRIANA LUIS ENRIQUE 2904988 TRIANA LUIS ENRIQUE 2904988
250002342000

202100064
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA
UGPP

EXPEDIENTE Y 
CERTIFICACION

En virtud de lo anterior, agradezco la radicación oportuna de los documentos en 
los despachos judiciales respectivos, toda vez que la inobservancia de los mandatos 
legales ya citados, constituyen falta disciplinaria gravísima. 

Me permito indicar que es necesario remitir clave de acceso (1m2g3n3sugpp) del medio 
magnético (CD), a los despachos correspondientes al momento de realizar la radicación 
de cualquiera de los expedientes administrativos enviados; esto para la apertura de los 
archivos.

Radicado: 2021111001760881

*2021111001760881*
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Finalmente, se solicita que cualquier irregularidad y/o inconveniente con los expedientes 
administrativos se comunique al supervisor del contrato o al suscrito. 

Agradeciendo su colaboración,

 
Cordialmente,

Ubicacion_Firma_Digital_noBorrar

JAVIER ANDRES SOSA PEREZ
Subdirección de Defensa Judicial Pensional 
Anexos: entrega la información en medio magnético (dando cumplimiento al PIGA en lo relacionado con la “cultura cero 
papel”)
ELABORÓ: Diego Zambrano
APROBO: Lady Salgado
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